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Exp. 825/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 825/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: SECRETARIA DE COMUNICACIONES Y TRASPORTES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., siete de septiembre del dos mil veintidós. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 825/2021/2, promovido por el C. **********, quien comparece en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada **********, señalando como autoridad demandada a la Secretaria de Comunicaciones y Trasportes del Estado de San Luis Potosí, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciséis de noviembre del dos mil veintiuno, la persona moral denominada **********por conducto de su representante**********el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada a la Secretaria de Comunicaciones y Trasportes del Estado de San Luis Potosí; y como actos impugnados los que a continuación se precisan:

“Lo es la resolución de fecha 2 de agosto de 2021 signado por el C. Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, C. **********, por medio del cual, niega la autorización para fungir como empresa de red de transportes a la actora.”

“De igual manera se reclama del C. Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, la supuesta notificación que por estrados llevó a cabo de la resolución de fecha 2 de agosto de 2021. Como ese H. Tribunal podrá constatar, en el resolutivo tercero de la resolución que se impugna, se dispone…:”

II.- Mediante proveído de diecinueve de noviembre del dos mil veintiuno, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera; apercibida que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario.

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda; además atento a lo solicitado por el compareciente  se ordenó hacer la devolución de la copia certificada de la escritura pública ciento cincuenta y cinco mil cuatrocientos cuarenta y seis del libro dos mil quinientos sesenta y cinco; previo cotejo y toma de razón que se dejara en autos.
Además  de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 

Por otra parte respecto a la demandada; se precisó que considerando lo establecido en los Lineamientos para llevar a cabo la citada Notificación Electrónica y la información contenida en el Subsistema de Notificación Electrónica, en particular, respecto de los registros que a la fecha han efectuado diversas autoridades, de conformidad con lo previsto en el artículo Cuarto Transitorio  y artículo 12 de los lineamientos en cita; se ordenó notificarle a la demandada y su superior jerárquico, por oficio el presente Acuerdo por única ocasión, en sus oficinas principales ubicadas en esta ciudad capital, acorde a lo dispuesto en el artículo 39 del Código Procesal en comento; en el entendido que las subsiguientes notificaciones serán vía electrónica, considerando para ello que ya contaba con su correo electrónico del dominio de este Tribunal y a fin de que conocieran su clave de acceso para ingresar al buzón electrónico definido en el artículo 2 de los lineamientos en cita; podían acudir al Departamento de Tecnologías de la Información de este Tribunal; lo anterior, a fin de que estuviera en aptitud de acceder al mismo y encontrar la publicación de las actuaciones procesales de este Tribunal en sus diferentes expedientes en que figurara como autoridad demandada; las que surtirán sus efectos, acorde a lo dispuesto en los artículos 50 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado, 16 y 21 de los Lineamientos para la Notificación Electrónica emitidos por este Tribunal publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha 15 de septiembre de 2020
III.- En proveído de fecha treinta y uno de enero del año en curso, se hizo del conocimiento de las partes que por acuerdos de Pleno de este Tribunal dictados el once y veintiuno de enero de dos mil veintidós; se determinó, suspender actividades jurisdiccionales con motivo de la contingencia sanitaria del doce al veinticinco y del veinticinco al veintiocho, ambos de enero de dos mil veintidós; por lo que los días comprendidos en dicho periodo se consideran inhábiles; conforme a lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tanto, con fundamento en el artículo 35 fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado de San Luis Potosí, se ordenó continuar con la substanciación del presente juicio.
Por otra parte se dio cuenta con el oficio ********** con una copia y un anexo; firmado por **********, en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado, recibido con folio ********** en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el cuatro de enero del año en curso; mediante el cual, dio contestación a la demanda interpuesta en este juicio. Por tanto, se tuvo a la autoridad compareciente por contestada la demanda y con la copia simple del oficio contestatorio, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondiera.

Asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 
· Copia certificada de la escritura pública ********** del libro **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en la Ciudad de México.
· Copia del acuse de recibo de fecha trece de agosto de dos mil veinte, del escrito dirigido al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, documental que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

· Copia del acuse de recibo de fecha doce de enero de dos mil veintiuno, del escrito dirigido a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado; documental que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

· Resolución de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, signada por **********, en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes; y que refiere la parte actora en su escrito de demanda, tuvo conocimiento del citado acto impugnado cuando el C. Juez Octavo de Distrito en el Estado de San Luis Potosí le dio vista con el informe justificado rendido por la Secretaria de Comunicaciones y Transportes; y para tal efecto la actora anexó a su escrito de demanda, exhibe un archivo pdf que contiene una representación gráfica de los documentos consistentes en la citada resolución; en el acuerdo de fecha veintisiete de septiembre de dos mil veintiuno, emitido por el Juez Octavo de Distrito en el Estado; y el oficio ********** dirigido al citado Juez de Distrito.

· En cuanto a la documental que ofreció la persona moral actora en el punto 5 del capítulo de pruebas de su demanda, detallada como: “DOCUMENTAL PUBLICA consistente en todo lo obrado y actuado en el expediente número ********** formado con motivo – supuestamente- de la solicitud presentada por mi mandante resuelta el pasado 2 de agosto de 2021.”; se requirió a la accionante exhibiera el escrito en el que justificara que previó a la presentación de su demanda solicitó dicho expediente ante la autoridad señalada como demandada; apercibida que en caso de no hacerlo en el plazo concedido traería como consecuencia el desechamiento de la prueba correspondiente.
· Presuncional logica legal y humana.
· Instrumental de actuaciones. 
A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia fotostática certificada del nombramiento expedido a favor del Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado; en fecha veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno.

· Copia simple de la resolución de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno -acto impugnado-, exhibida por la parte actora, anexo a su demanda.
· Presuncional legal y humana.
· Instrumental de actuaciones.
Por último se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la parte actora en líneas que anteceden y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final; lo anterior, ********** lo previsto por el segundo párrafo del artículo 245, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Mediante auto de dos de marzo de dos mil veintidós, se dio cuenta con dos escritos y anexos; ambos firmados por **********, Representante Legal de ********** recibidos, con el folio **********en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el veintidós de febrero del año en curso y en la oficialía de partes del mismo, el primero de marzo del año en curso; mediante los cuales, en el primero contestó el requerimiento que se le formuló en el punto 3.1.5., del acuerdo dictado el treinta y uno de enero del año en curso y exhibió copia certificada de las constancias que integran el expediente administrativo número ********** y además señala que las probanzas que ofreció en los numerales dos y tres del escrito inicial de demanda, se exhibieron en originales y no en copias simples, como se asentó en el citado proveído; y en el segundo amplío la demanda.
Por tanto, se tuvo a la parte actora por hechas las manifestaciones vertidas en el ocurso de cuenta y se dejó sin efecto el apercibimiento formulado; asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de la parte actora, las copias certificadas de las constancias que integran el expediente administrativo número **********, consistente en ciento treinta y un fojas; y atendiendo al volumen de dicha prueba, para el mejor manejo del expediente, se ordenó formar el tomo complementario I del mismo con las citadas constancias; quedando en la Secretaría de Acuerdos de esta Segunda Sala Unitaria, a su disposición para su consulta, para los efectos legales correspondientes.

Asimismo, respecto a las documentales que ofreció la actora en los puntos 2 y 3 del capítulo de pruebas de la demanda; admitidas en copia simple en el acuerdo dictado el treinta y uno en enero del año en curso y toda vez que la parte actora las acompañó en original a su escrito de demanda; se admitieron dichas probanzas, consistentes en los originales de los acuses de recibo de fechas, trece de agosto de dos mil veinte, del escrito dirigido al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado; y de doce de enero de dos mil veintiuno, del escrito dirigido a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado.

Tocante al segundo escrito de cuenta; tomando en consideración que conforme a lo establecido en el artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en caso de actualizarse alguno de los supuestos que señala dicho precepto legal, la demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación y toda vez que la parte actora interpuso la ampliación de demanda, dentro del citado término, en razón de que manifiesta que la autoridad demandada, en su contestación de demanda introdujo cuestiones que no conocía su representada al momento de presentar la demanda, señalando además, que se configuraba una resolución negativa ficta, en los términos precisados en su ampliación de demanda y dado que tal ampliación constituye una formalidad esencial en el procedimiento, cuyo ejercicio no debe ser negado; con fundamento en lo dispuesto por los artículos, 35 fracción I de este Tribunal; 237 fracciones I y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la parte actora por interpuesta la ampliación de la demanda por lo que en consecuencia se ordenó que con una copia simple del escrito de cuenta y su anexo, correr traslado a la autoridad demandada, para que dentro del término de diez días hábiles, contestara la ampliación de demanda, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Además, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la persona moral actora por ofreciendo las pruebas a que se refiere en el escrito de ampliación de cuenta, de las que se reservó su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de mérito.

V.- En proveído de treinta de marzo de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio **********, firmado por ********** Secretario de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado, recibido con folio ********** en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el dieciocho de marzo del año en curso; visto el contenido del mismo se tuvo a la autoridad compareciente ya citada por dando contestación a la ampliación de demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora en su escrito de ampliación de demanda y con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que en su derecho correspondieran.
Asimismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes en la ampliación de demanda, las siguientes:
A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 
· Original del acuse de recibo de fecha trece de agosto de dos mil veinte, del escrito dirigido al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, documental que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de ampliación de demanda y que obra en autos.

· Original del acuse de recibo de fecha doce de enero de dos mil veintiuno, del escrito dirigido a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado; documental que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de ampliación de demanda y que obra en autos.

· En cuanto a la documental que ofreció la persona moral actora en el punto 3 del capítulo de pruebas de su ampliación de demanda, precisada como: “DOCUMENTAL PUBLICA consistente en todo lo obrado y actuado en el expediente número ********** formado con motivo de la solicitud presentada por mi mandante resuelta el pasado 13 de agosto de 2020.”; con fundamento en el artículo 98 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se requirió a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes en el Estado, para que en el término de cinco días hábiles remitiera copia certificada de las constancias que integran el expediente número **********; apercibida la citada autoridad que de no cumplir con el requerimiento que antecede, se le podrán aplicar en su perjuicio, alguna de las medidas de apremio previstas en el artículo 127 del citado Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes dictadas por este Tribunal; resaltando que anexó a su escrito de ampliación de demanda, el actor exhibió el acuse de recibo del escrito de fecha primero de marzo del año en curso, mediante el cual solicitó, previo a la presentación a la ampliación de mérito, copias certificadas del citado expediente.

· Presuncional legal y humana.

· Instrumental de actuaciones. 
A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las pruebas siguientes:
· Presuncional legal y humana.

· Instrumental de actuaciones.
Por último, debido a que la actora en una primera ampliación impugnó una resolución negativa ficta; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliara su demanda respecto de la resolución negativa ficta que reclamó de la autoridad demandada; apercibida de que en caso de no formularla en tiempo y forma se declarará precluido su derecho para esos efectos y en consecuencia se tendría por no ampliada su demanda.
VI.- Mediante acuerdo de doce de mayo del dos mil veintidós se dio cuenta con el escrito, con sus copias y anexos, firmado por **********, Representante Legal de la persona moral **********,  recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el veintisiete de abril de dos mil veintidós,  mediante el cual amplía la demanda en el término concedido en el acuerdo dictado el treinta de marzo de este año; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la persona moral actora por interpuesta la ampliación de la demanda, por lo que a tal efecto, se ordenó correr traslado  con una copia simple del escrito de cuenta y sus anexos, a la autoridad demandada, para que con fundamento en los artículos 242, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado, dentro del término de diez días hábiles, contestara la ampliación de demanda, manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara convenientes; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendrá por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Además de conformidad con lo dispuesto por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la persona moral actora por ofreciendo las pruebas a que se refiere en el escrito de ampliación de cuenta, de las que se reservó su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de mérito.

Por otra parte, se dio cuenta con el oficio **********, con un anexo, firmado por **********, Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado; recibido en el buzón de promociones de trámite con el folio ********** en fecha diecinueve de abril del año en curso, mediante el cual contestó el requerimiento que se le formuló en el punto 2.1.3., del acuerdo dictado el treinta de marzo del año en curso y exhibió copia certificada de las constancias que integran el expediente administrativo número **********, que constan de ciento cuarenta y cuatro fojas útiles por anverso y reverso; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el proveído señalado en líneas que anteceden; asimismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como prueba de la parte actora, las copias certificadas de las constancias que integran el expediente administrativo número ********** antes citado, remitidas por la autoridad demandada; y atendiendo al volumen de dicha prueba, para el mejor manejo del expediente, con las citadas constancias se ordenó formar el tomo complementario II del mismo; quedando en la Secretaría de Acuerdos de esta Segunda Sala Unitaria, a su disposición para su consulta, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

VII.- Por auto de veintisiete de mayo del dos mil veintidós se dio cuenta con el escrito sin copias y sin anexos, firmado por **********, autorizado de la persona moral actora, y en atención a su contenido, se ordenó expedir a su costa copias fotostáticas simples de las constancias que integran el expediente administrativo **********, remitido por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes; previa toma de razón, identificación y constancia de recibido dejada en autos.

VIII.- En acuerdo de dos de junio de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio **********, sin copias y sin anexos; firmado por **********, Secretario de Comunicaciones y Transportes de Gobierno del Estado; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal, el treinta y uno de mayo del año en curso; visto el contenido del mismo, con fundamento en los numerales 242, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo en relación con el artículo 35 fracción II de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se tuvo por contestada la ampliación de demanda a autoridad compareciente y por objetando, en cuanto su alcance y valor probatorio, las pruebas ofrecidas por la parte actora en el segundo escrito de ampliación de demanda y con la copia simple del oficio de contestación a la ampliación de cuenta, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.

En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes en la ampliación de demanda, las siguientes:

A la parte actora:
· Original del acuse de recibo de fecha trece de agosto de dos mil veinte, del escrito dirigido al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado, documental que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas del segundo escrito de ampliación de demanda y que obra en autos.
· Original del acuse de recibo de fecha doce de enero de dos mil veintiuno, del escrito dirigido a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado; documental que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del segundo escrito de ampliación de demanda y que obra en autos. 
· Copia fotostática simple del oficio **********, que contiene el informe justificado rendido por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en el juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado; documental que detalla en el punto 4 del capítulo de pruebas del segundo escrito de ampliación de demanda y que obra en autos.
· Copia fotostática simple de la resolución de fecha doce de abril de dos mil veintidós, dictada en el juicio de amparo ********** del índice del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado; documental que detalla en el punto 5 del capítulo de pruebas del segundo escrito de ampliación de demanda y que obra en autos.
· La presuncional legal y humana. 
· La instrumental de actuaciones.
A la autoridad demandada.

· La presuncional legal y humana. 
· La instrumental de actuaciones.
Por otra parte, a efecto de proveer sobre la admisión de la prueba consistente en el expediente administrativo número **********, ofrecida por la parte actora y la autoridad demandada; toda vez, que de una revisión a la documental que exhibió la Secretaría de Comunicaciones y Transportes a través del oficio **********, y que detalló en dicho oficio y en la certificación que obra al final de dichas constancias, como expediente administrativo ********** recibido en el buzón de promociones de término de este Tribunal el diecinueve de abril del año en curso, y que remitió en atención al requerimiento que se le formuló a dicha autoridad, en el punto 2.1.3., del auto dictado el treinta de marzo de dos mil veintidós, en el que por un error involuntario de esta Segunda Sala, se anotó equivocadamente el número de año de dicho expediente, siendo el número correcto del expediente ofrecido por la parte actora el **********.
En tal virtud, a efecto de hacer la aclaración pertinente en relación a dicha prueba ofrecida por las partes y respecto de la cual se dio cuenta y se tuvo por admitida en el punto 2 del acuerdo dictado el doce de mayo del año en curso; se requirió al Secretario de Comunicaciones y Transportes en el estado, para que en el término de cinco días hábiles aclarara y precisara si las constancias certificadas que remitió a través del citado oficio ********** correspondían al expediente ********** o bien al **********; apercibida que de no hacerlo, se le podrá aplicar en su perjuicio las medidas de apremio a que refiere el artículo 127 del Código Procesal Administrativo para el Estado, atendiendo a la gravedad del desacato a las órdenes de este Tribunal. 

Finalmente se precisó que una vez que transcurriera el término otorgado a la autoridad demandada en líneas que anteceden y sea el momento procesal oportuno, se fijaría la fecha y hora desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IX.- Mediante proveído de veintitrés de junio del dos mil veintidós se dio cuenta con el oficio **********, sin copias y sin anexos, firmado por el diverso Delegado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes en el Estado**********; recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el dieciséis de junio del dos mil veintidós; mediante el cual contestó el requerimiento formulado a la autoridad demandada, en el punto 3 del auto dictado el dos de junio de este año y aclaró y precisó que las constancias certificadas que fueron remitidas a este Tribunal, a través del oficio **********, correspondían al expediente **********; por tanto, se tuvieron por hechas las manifestaciones vertidas por la autoridad compareciente; se dejó sin efecto el apercibimiento formulado en el punto 3 del citado acuerdo de dos de junio; ahora bien, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y se tuvieron como prueba tanto del actor como de la autoridad demandada, dentro de la ampliación de demanda, las constancias que integran el citado expediente administrativo **********.
Por último, se señalaron las once horas del cinco de agosto del dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; precisando que debido al fenómeno de salud pública existente en la república mexicana, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y considerando que las pruebas a desahogar no requerían la práctica de diligencias de forma material, la citada audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes.

X.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos de la Sala, dio cuenta del escrito de demanda y de ampliación, así como también del escrito de contestación a la demanda inicial y de ampliación a la misma, e asimismo hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En cuanto al interés jurídico de la parte actora, está plenamente acreditado ya que comparece a juicio el C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********, quien acredita su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********, del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en la Ciudad de México, que contiene el testimonio de la escritura del Poder General que otorga la citada persona moral a favor del C. **********, y otros y en la cual se otorga en favor del compareciente, Poder General, para Pleitos y Cobranzas; documento visible a fojas 29 a la 38 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

La demandante demanda la resolución dictada con fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, por ********** en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, por medio del cual, niega la autorización para fungir como empresa de red de transportes a la persona moral actora, misma que fue acompañada como anexo al escrito de demanda, y que es visible en foja 52 a la 57 del expediente en que se actúa, de la que se desprende que es la respuesta otorgada a una instancia formulada por la empresa actora por conducto de ********** quien se ostentó como Representante legal de la persona moral demandante; de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio y detenta interés jurídico para controvertir en el presente Juicio Contencioso Administrativo el acto impugnado.
Por su parte la autoridad demandada, acreditó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el C. **********, acreditó su personalidad como Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, con la copia fotostática certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a foja 80 del expediente.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 2 de agosto de 2021 signado por el entonces  Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, por medio del cual, niega la autorización para fungir como empresa de red de transportes a la actora, así como la supuesta notificación que por estrados llevó a cabo de la citada resolución.

Asimismo el actor ejerció su derecho de ampliación de demanda y señalo como acto impugnado, además de los señalados en el escrito inicial, la negativa ficta respecto de la petición presentada por la empresa actora mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte.
Por tanto, –previo análisis sobre su configuración- de la resolución ficta que se configura respecto de la citada petición presentada por la empresa actora mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte, en la que solicitó se le tuviera por presentada la solicitud de Registro como empresa de Redes de Transporte ante la Secretaria de Comunicaciones y Transportes y reconocida la personalidad de la persona moral antes citada, así como también la del representante legal de la misma, según constancia visible de la foja 20 a la 24 del expediente en el que se actúa, que merece valor probatorio pleno en términos de lo previsto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que la demandada al contestar la demanda a manera de excepcion hace valer la de sin accion alegando que el acto impugnado cumple con los elementos establecidos; inaplicabilidad de los preceptos legales invocados y las que se advierten del escrito de contestación.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- En el escrito de ampliación de demanda, la persona moral Actora impugna una resolución negativa ficta respecto a la instancia formulada ante el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, en fecha trece de agosto de dos mil veinte, referente a la Solicitud de Registro como empresa de Redes de Transporte ante la Secretaria de Comunicaciones y Transportes.

En ese tenor por cuestión de método, la suscrita Magistrada procede primero a determinar si se ha configurado o no la negativa ficta que impugna el demandante –existencia del acto debatido- y de configurarse, proceder a analizar sobre su legalidad.
En congruencia con lo anterior, cabe destacar que la negativa ficta ha sido considerada por nuestra doctrina jurídica, como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la Autoridad, que conforme a la ley debe emitir la resolución correspondiente, por tanto se establece que cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se formuló la instancia, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el gobernado que formuló la instancia. 
En ese orden, dicha figura implica la abstención de la autoridad a resolver sobre una solicitud dentro del plazo legal, y la consecuente presunción legal de que se ha negado lo pedido por el gobernado que lleva implícita tal omisión de la autoridad, de modo tal que su naturaleza la podemos descomponer como elementos a saber:
a) Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad;

b) Una omisión, la abstención de responder, por parte de la autoridad;

 c) Que la abstención se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley, para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

Novena Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley. 
En ese contexto, analizando las constancias que integran el expediente y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia no se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que cada uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad hasta la fecha en que controvirtió en esta vía.

Así, la negativa ficta demandada por la parte actora no se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1. Con relación al primer requisito;  en el caso que nos ocupa, queda demostrada pues como ya se ha mencionado con anterioridad, de las constancias que obran en autos se encuentra la instancia planteada por la persona moral demandante por conducto de su apoderado legal a la  autoridad demandada; con lo que se corrobora lo expresado por la parte accionante en su ampliacion de demanda, en el sentido de que mediante escrito presentado el trece de agosto del dos mil veinte, el C. ********** en su carácter de Apoderado legal de la persona moral ********** solicito al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado se reconociera la personalidad de  la citada persona moral como una sociedad debidamente constituida, como también que se le tuviera como reconocida y acreditada su calidad de representante legal de la misma y que se tuviera como presentada la solicitud de Registro como Empresa de Redes de Transporte ante esa Secretaria y en su oportunidad se concediera el registro correspondiente; dicha documental obra agregada a foja 60 a la 64  en el cual se aprecia plasmado en la parte superior derecha un sello de recibido de la Secretaria de Comunicaciones y Transporte del Etado, sin que hubiere sido objetado por la autoridad demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
2. En cuanto al segundo de los elementos, que se traduce en la omisión de responder, se trata de un hecho negativo, el cual si bien es cierto la carga de la prueba corresponde a la autoridad demandada de acuerdo a lo que dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, en relación con lo establecido en el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no menos cierto es que dentro de las constancias que el apoderado legal de la persona moral demandante acompaño a su escrito de ampliación de demanda se encuentra la sentencia de fecha 12 de abril de 2022, dictada por la Jueza Octavo de Distrito en el Estado, dentro del juicio de amparo **********, promovido por **********, en representación de la persona moral **********, contra actos del Congreso del Estado, Gobernador Constitucional del Estado y Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado.
Dicha sentencia obra agregada a foja 129 a la 171 de autos dado que fue ofertada por la misma Actora; la cual se tiene a la vista y a cuyo documento se le reconoce valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de cuyo contenido se advierte que en la parte final del considerando quinto y punto resolutivo segundo, la autoridad resolutora ordeno a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado emitir resolucion expresa respecto a la solicitud de registro como empresa red de transporte presentado por la quejosa -persona moral **********- mediante instancia de fecha trece de agosto de dos mil veinte.
Al efecto enseguida se plasma la imagen digitalizada del considerando quinto de  la sentencia en comento, en la parte que interesa, que es de la siguiente manera.
 (Imagen digitalizada)
En ese tenor, se dice que en el presente juicio no se puede configurar la figura de la negativa ficta que se atribuye a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, cuando en el juicio de amparo seguido ante el Juzgado Octavo de Distrito en el Estado bajo el número **********, promovido por **********, en representación de la persona moral **********, contra actos de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado y otras; ya se ordenó emitir resolución expresa respecto de la instancia planteada por la persona moral demandante por conducto de su apoderado legal a la  autoridad demandada, mediante escrito presentado el trece de agosto del dos mil veinte, en la que solicito al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Gobierno del Estado resolviera el trámite correspondiente a la solicitud de Registro como empresa de red de Transporte.
Derivado de las anteriores consideraciones y conforme al cúmulo probatorio aportado por el accionante, no se demuestra la existencia del acto impugnando consistente en la negativa ficta que aduce en su ampliación de demanda.

Se arriba a la conclusión anterior, considerando que según el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, la negativa ficta se integra ante la ausencia de respuesta por parte de la autoridad respecto de una petición o instancia que le hubiere sido presentada por los particulares,
 resultando que de autos se aprecia claramente que si en el Juicio de amparo ya citado se ordenó emitir resolución expresa respecto a la instancia formulada por la persona moral actora por conducto de su representante legal, el trece de agosto del dos mil veinte a la Secretaria de Comunicaciones y transportes del Estado, es evidente que el acto impugnado no existe, por lo que procede sobreseer en el presente juicio respecto de la negativa ficta que señala el actor, conforme a lo previsto en la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refiere al sobreseimiento del juicio cuando de las constancias de autos apareciera que no existe el acto impugnado y en el caso, es evidente que en la especie no se configuró la resolución negativa ficta, puesto que el citado precepto legal le confiere la presunción legal de resolución en sentido negativo a lo pedido, a esa falta de respuesta de la Autoridad a la que se formuló la instancia.

SEXTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación a la misma, se encuentran localizados en la foja 4 a la 16 y de la foja 88 a la 100 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen por aquí por reproducidos, como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEPTIMO.- Como quedó reseñado en el considerando tercero de la presente resolución la persona moral demandante señalo en su escrito inicial de demanda como actos impugnados la resolución de fecha dos de agosto de dos mil veintiuno, firmada por **********, en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, por medio del cual, niega la autorización para fungir como empresa de red de transportes a la actora; así como la supuesta notificación que por estrados llevó a cabo de la citada resolución; por lo cual, en el presente considerando se analizará lo relativo a dichos actos a la luz de los conceptos de violación vertidos por el apoderado legal de la empresa actora.
Precisado lo anterior esta Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación planteados por el actor.
En ese orden en el primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda esencialmente alega lo siguiente. 

a) Que la resolución que constituye el acto reclamado viola en su perjuicio lo dispuesto por los artículos 1, 8, 14 y 16 Constitucionales, así como también los artículos 21, 164 en sus fracciones II y VI, 165 en sus fracciones I, II y III, 176 y 182 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque la resolución es imprecisa, incongruente, se abstiene de resolver todos y cada uno de los puntos que le fueron indicados, está basada en hechos inexistentes y equívocos y carece de una debida motivación. Que los puntos a los que se refiere la demandada en la resolución impugnada de dos de agosto de dos mil veintiuno, así como los fundamentos, razonamientos y motivación en que se basa dicho acto administrativo, no resuelven lo que fue solicitado por la empresa hoy actora mediante la solicitud de trece de agosto del dos mil veinte, además de que los fundamentos de derecho en los que se fundamentó dicha petición y lo expresado por la demandada en la resolución impugnada son distintos por lo que es incongruente, y imprecisa y no exhaustiva.
b) Que la resolución impugnada es ilegal porque no se permitió a la demandante alegar previo a la emisión de la negativa que por este medio se combate, incumpliendo con lo dispuesto en el artículo 21 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que no se podía desechar el tramite argumentando que estaba incompleto o que no se había cumplido con lo requerido por la Ley de Transporte Publico del Estado de San Luis Potosí, ya que debió darse oportunidad de subsanar cualquier deficiencia o omisión y que al no haberse hecho se violó en su perjuicio lo establecido en el artículo ya citado, puesto que en efecto en ejercicio de su derecho de petición, mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte, por conducto del Lic. **********, se solicitó a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, la autorización para operar como empresa red de transporte como lo dispone el artículo 12 fracción XIII Bis, 71 Ter y demás relativos de la Ley de Transporté Publico del Estado, por lo que la demandada estaba obligada a dar respuesta congruente a la solicitado e incluso de requerir para que en su caso se subsanara la omisión que en su caso se considerara, previo a la resolución impugnada.
c) Que la respuesta dada es equivoca por basarse en hechos incorrectos; puesto que como se podrá percatar, **********, presento el trece de agosto del dos mil veinte una solicitud para operar como empresa red de transporte, y de la resolución impugnada se advierte que la demandada le asignó como número de expediente correspondiente al año dos mil diecinueve, cuando lo cierto es que la solicitud se presentó hasta el año dos mil veinte, específicamente el trece de agosto del dos mil veinte y no en el dos mil diecinueve; que la solicitud como empresa de redes de transporte fue presentada por el licenciado ********** y no por el señor **********, por lo que la solicitud que resolvió la autoridad responsable es distinta a la que se presentó en la data referida y refiere hechos ajenos a la realidad.
d) Que si la solicitud de autorización se presentó el trece de agosto de dos mil veinte debía estudiarse al amparo de la Ley reformada en el año dos mil diecinueve, pero que la demandada omitió señalar que mediante decretos publicados en el Periódico Oficial de fechas 23 de octubre y 8 de noviembre; ambos del 2019 se reformaron diversos preceptos de la Ley de Transporté Publico del Estado, (artículo 71 bis, 71 Ter, 71 Quater, 71 Septies y 71 Octies), por lo que la resolución esta indebidamente fundada al aplicar un marco normativo obsoleto y no tomar en cuenta las reformas que entraron en vigor en el año dos mil diecinueve; además de que si la solicitud de autorización se presentó el trece de agosto de dos mil veinte, la autoridad demandada no pudo dictar un acuerdo con fecha quince de agosto del dos mil diecinueve y vuelve a precisar que la solicitud como empresa de redes de transporte fue presentada por el licenciado ********** y no por el señor **********, por lo que a su juicio, la autoridad demandada tomo una solicitud distinta y se basó en ella para disimular que había contestado la correspondiente al año dos mil veinte.
e) Que en el considerando tercero (ANALISIS DE LA DOCUMENTACION PRESENTADA POR LA PARTE PROMOVENTE) se asentó diversa información que fue presentada por la empresa actora, pero que esa información a que se refiere la demandada es distinta a la que se adjuntó a la petición de trece de agosto del dos mil veinte, por lo que no se valoraron todos los documentos que se presentaron anexos a la petición de trece de agosto del dos mil veinte; que la demandada debió señalar con claridad porque, los ocho documentos que se adjuntaron como anexos a la referida solicitud de trece de agosto del dos mil veinte, no fueron idóneos y suficientes para conceder la autorización para operar como empresa red de transporte, y de ser el caso , debió haber prevenido a la actora para que en su caso corrigiera, subsanara o complementara su solicitud, pero no negar la autorización sin dar oportunidad de subsanar, así como alegar lo que a su derecho conviniera.
f) Que la demandada  niega la autorización solicitada en el acto impugnado sin explicar porque considera que se incumple con los artículos 71 bis, 71 Ter, 71 Quater, 71 Septies y 71 Octies de la Ley de Transporte Publico del Estado, por lo cual se deja en estado de indefensión a la empresa actora al desconocer los motivos por los que se considera incumple con las citadas disposiciones legales, lo que conlleva a una ausencia total de motivación  en contravención a los artículos 14 y 16 Constitucionales, pues solo se limita a afirmar la autoridad que se incumplieron dichos normativos, sin exponer razón alguna.
En el segundo concepto de impugnación del escrito inicial de demanda el apoderado legal de la empresa arguye que la resolución que constituye el acto impugnado, viola en su perjuicio las formalidades esenciales del procedimiento y el debido proceso consagrados en los artículos 14 y 16 constitucionales, dado que las autoridades están obligadas a respetar las normas aplicables a su actuar, dentro de las cuales se encuentra la de notificar personalmente al gobernado en el domicilio que señalo para oír y recibir notificaciones y en el caso en particular, no obstante que previo a la emisión de la resolución impugnada se señaló domicilio para oír y recibir notificaciones, la demandada ordenó que en el resolutivo tercero de la misma resolución impugnada que la notificación de la misma se hiciera mediante estrados; que resulta falso que no se haya proporcionado domicilio para que se notificara la resolución de marras ya que en el escrito de petición de registro para fungir como empresa red de transporte se señaló expresamente el domicilio para oír y recibir notificaciones e incluso dirección correo electrónico para tal propósito (plasma imagen del escrito de petición de fecha 13 de agosto de 2020 con sello de recibido en la misa fecha); agrega el actor que además, mediante escrito de fecha doce de enero del dos mil veintiuno, presentado ante la misma demandada se pidió que las notificaciones se efectuaran en el domicilio precisado en dicho escrito, al cual no se hizo referencia en la resolución que se impugna. Por lo que concluye diciendo que la notificación que le fue realizada por estrados debe ser considerada como nula.
A juicio de la Sala Unitaria, los conceptos de impugnación primero y segundo  que se analiza resultan inoperantes, en la medida que sus argumentos se descansan o parten de situaciones, constancias o cuestiones que no fueron introducidas ni considerados por la demandada en el acto impugnado, como enseguida se explica.
Del análisis de los conceptos de impugnación que vierte la empresa actora se advierte que estos parten de que mediante la resolución que constituye el acto impugnado, la emisora del acto da respuesta a la instancia que le fue  presentada mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte, signado por el Lic. **********, en su carácter de Representante legal de la empresa **********., en la que solicitó autorización para operar como empresa red de transporte como lo dispone el artículo 12 fracción XIII Bis, 71 Ter y demás relativos de la Ley de Transporté Publico del Estado.

Sin embargo del análisis al contenido íntegro de la resolución que se impugna se advierte que la misma no se refiere a la instancia que aduce la hoy actora de fecha trece de agosto del dos mil veinte, sino que la misma se refiere a la respuesta dada por parte de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado, a una solicitud diversa a la que se refiere la actora, específicamente al escrito de solicitud de fecha siete e junio del dos mil diecinueve; de ahí que se estime que los razonamientos que hace la parte actora descansan o partan de situaciones, que no fueron tomados en cuenta al emitirse el acto impugnado, ni se encuentran señalados en el contenido del mismo, lo que torna inoperantes los argumentos que se analizan, en a medida que no se cuentan con elementos para determinar si son correctas o no las apreciaciones de la parte demandante.
Para una mayor comprensión de la calificación que se otorga a los conceptos de violación esgrimidos por la parte actora en el escrito inicial de demanda se estima conveniente precisar lo siguiente.

 Como quedo reseñado en el resultando primero de la presente resolución el acto impugnado es la resolución dictada con fecha 2 de agosto de 2021 signado por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado de San Luis Potosí, **********, por medio del cual, niega la autorización para fungir como empresa de red de transportes a la actora. 

Para acreditar la existencia del acto impugnado la parte actora exhibió entre otros documentos, la resolución de fecha dos de agosto del dos mil veintiuno, dictada por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado **********, dentro del expediente administrativo **********, en la que en el resolutivo primero se declara improcedente el registro como empresa de redes de transportes de la persona moral denominada **********, que constituye el acto impugnado obra agregado a foja 57 a la 62 de autos y adquiere valor probatorio pleno para probar su existencia, en términos del artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual se digitaliza enseguida a fin de enterarse del contenido íntegro del mismo.

(Imagen digitalizada)

De la imagen digitalizada se advierte que la autoridad demandada Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, al emitir la resolución que constituye el acto impugnado, da respuesta a la solicitud de registro como empresa de redes de transportes que le fue formulada mediante escrito presentado el día siete de junio del dos mil diecinueve, firmado por ********** en representación de la persona moral denominada **********; cuya solicitud quedo registrada bajo el expediente administrativo **********.


Por tanto es evidente que la resolución impugnada se refiere a la respuesta dada a la solicitud presentada el día siete de junio del dos mil diecinueve ante la hoy demandada por ********** en representación de la persona moral denominada **********, sin que en el contenido de la citada resolución se haga referencia de forma alguna, a cualquier otra solicitud.

En ese sentido retomando los argumentos que la parte actora hace en sus conceptos de impugnación, se advierte que estos parten de que mediante la resolución que constituye el acto impugnado, la emisora del acto da respuesta a la instancia presentada mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte, signado por el Lic. **********, en su carácter de Representante Legal de la persona moral actora, mediante el cual solicitó a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, la autorización para operar como empresa red de transporte como lo dispone el artículo 12 fracción XIII Bis, 71 Ter y demás relativos de la Ley de Transporté Publico del Estado; sin embargo, en ninguna parte de la resolución que el actor señalo como acto impugnado y la cual acompaño a su demanda inicial para acreditar la existencia del acto impugnado, se desprende se desprende que se haga referencia a la solicitud de trece de agosto del dos mil veinte, de ahí que no pueda tenerse a la resolución impugnada como la respuesta dada a la instancia formulada por la empresa actora mediante escrito de trece de agosto de dos mil veinte.

Máxime que dentro de las constancias de autos obra agregada a foja 129 a la 171 de autos dado que fue ofertada por la misma Actora, la sentencia de fecha 12 de abril de 2022, dictada por la Jueza Octavo de Distrito en el Estado, dentro del juicio de amparo **********, promovido por **********, en representación de la persona moral **********, contra actos de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado y otras, que en su punto resolutivo segundo, la autoridad resolutora ordeno a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado emitir resolución expresa respecto a la solicitud de registro como empresa red de transporte presentado por la quejosa -persona moral **********- mediante instancia de fecha trece de agosto de dos mil veinte.

Derivado de las anteriores consideraciones es que resulta la inoperancia de los conceptos de impugnación que en este acto se analizan ya que los razonamientos que vierte la actora parten de premisas falsas, toda vez que del contenido del acto impugnado no está relacionado con la instancia a que se refiere la parte actora, es decir a la formulada ante la autoridad demandada mediante escrito de fecha trece de agosto del dos mil veinte.

Al respecto es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

En el mismo sentido, cobra aplicación, la Jurisprudencia del tenor siguiente:

Época: Décima Época, Registro: 2008226, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, Materia(s): Común, Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.), Página: 1605 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 39/2014. Leoni Cable, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Amador Muñoz Torres, secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Myrna Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 607/2014. Joel Armando Estrada Morales. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretario: Dante Orlando Delgado Carrizales. 

Amparo directo 711/2014. Rogelio Reza Valenzuela. 16 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretario: Carlos Martín Hernández Carlos.

Amparo directo 688/2014. Ivonne Elizabeth Torres Ramírez. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretaria: Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 693/2014. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Armando Juárez Morales. Secretario: Ismael Romero Sagarnaga.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 3, octubre de 2012, página 1326, con el rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS."

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.


Respecto a los agravios que vierte el representante legal de la empresa actora en los diversos escritos de ampliación de demanda, los mismos resultan inatendibles debido a que están dirigidos a combatir la negativa ficta respecto de la solicitud de fecha trece de agosto del dos mil veinte, formulada por la empresa actora a la Secretaria de comunicaciones y Transportes, para poder operar como empresa red de transporte, y conforme a las consideraciones expuestas en el considerando quinto de la presente resolución, en la especie se tuvo por no actualizada la figura de la negativa ficta. 
En atención a lo anterior, ante lo inoperante e inatendible  de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito de demanda inicial y de ampliación a la misma, la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad de  que gozan los actos de autoridad, específicamente del acto impugnado consistente en la resolución de fecha dos de agosto del dos mil veintiuno, signada por **********, en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado, dentro del expediente administrativo **********, formado con motivo de la solicitud de registro como empresa de redes de transporte, promovida por **********en representación de **********.
Derivado de las anteriores consideraciones y conforme al cúmulo probatorio aportado por el accionante, se concluye que el Actor no probó su acción, en la medida que la parte actora no logró desvirtuar la presunción de legalidad de  que gozan los actos de autoridad, por lo que ante lo infundado de la acción, resultaron improcedentes las pretensiones que señala la parte actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación a la misma.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción I y XIII, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- No configuró la Negativa Ficta impugnada por la parte actora, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, y motivos precisados en el Considerando Quinto de este fallo, por lo que se decreta el sobreseimiento del juicio respecto de la negativa ficta impugnada.
TERCERO.- La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la legalidad y validez del acto impugnado, por las razones expuestas en el considerando séptimo de la presente resolución.
CUARTO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. ********************.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
�“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por


(..)


XVI. Negativa Ficta: figura jurídica por virtud de la cual, ante la omisión de la autoridad de emitir una resolución de manera expresa, dentro de los plazos previstos por este Código los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, se entiende que se resuelve en sentido negativo lo solicitado por el particular;


(…)


XX. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;”





 





